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[bookmark: _Toc242430656]apertura del conversatorio
-EN LA CIUDAD DE SANTA FE DE LA VERA CRUZ, A LOS VEINTIcinco DÍAS DEL MES DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIsÉis, SE REÚNEN EN EL salón AUDITORIO DE la facultad de ciencias ECONÓMICAS DE LA universidad nacional del litoral, las señoras y señores PARTICIPANTES DEL quinto conversatorio deL PROCESO PARTICIPATIVO autonomía sf, Y, SIENDO LAS 16:15 HS., DICE EL:

SR. COORDINADOR (Mg. Darío Mejías): Muy buenas tardes a todas y a todos; les damos la bienvenida al Conversatorio “Santa Fe autónoma: nuevos derechos, nuevos desafíos”. El Concejo Municipal de la ciudad de Santa Fe agradece especialmente a la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional del Litoral, que ha puesto a disposición sus instalaciones para poder desarrollar este conversatorio. Asimismo, también agradecemos a las autoridades de la Facultad, autoridades de la Universidad, del Concejo Municipal, del Poder Ejecutivo, de los organismos de control, organismos descentralizados, autoridades del Consejo Profesional de Ciencias Económicas y a su presidente, al presidente del Colegio de Graduados de Ciencias Económicas, y a las autoridades de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Católica de Santa Fe, que también están hoy acompañándonos aquí en la mesa. Además, agradecemos a docentes, estudiantes y público en general, que también nos acompañan.
	Para dar inicio a este conversatorio, invitamos a decir unas palabras de bienvenida a la anfitriona, la decana de la Facultad de Ciencias Económicas, magíster Liliana Dillon.

[bookmark: _Toc242430657]palabras de bienvenida de la decana de la Facultad de Ciencias Económicas, magíster Liliana Dillon
MG. LILIANA DILLON: Buenas tardes a todas y a todos. Simplemente quiero agradecerles muchísimo su presencia. Los universitarios del litoral siempre decimos que, en esta mirada tripartita de la formación universitaria, la transferencia y el trabajo específicamente con el medio forman parte sustancial de nuestro proceso de formación, además de la academia y de la investigación.
	En este momento apostar a las políticas públicas para que den respuestas a cuestiones vinculadas a nuestra próxima Carta Orgánica y pensar en el rol que va a tener la ciudad de Santa Fe en cuestiones vinculadas al presupuesto, al control y a los recursos, es para nosotros un honor tenerlos a todos ustedes, les agradecemos la presencia y muchísimas gracias a este prestigioso panel. Así que, una vez más, agradecer la presencia y que este sea uno de tantos pasos más en los que podamos trabajar juntos, por mejores políticas públicas para todos y auguro una excelente jornada. Gracias.
-aplausos.

[bookmark: _Toc242430658]palabras de la señora vicepresidenta primera del honorable Concejo Municipal
SR. COORDINADOR (Mejías): Seguidamente, dirá unas palabras la concejala Silvina Cian, vicepresidenta primera del Concejo Municipal.

SRA. VICEPRESIDENTA PRIMERA (Cian): Buenas tardes a todos, gracias por acompañarnos. Venimos llevando adelante esta clase de encuentros y coloquios desde el Concejo Municipal, porque creemos que esta es una instancia sumamente interesante e importante desde el punto de vista histórico, porque con una Carta Orgánica se programa cómo se va a gobernar una ciudad de acá a 50, 60, 70 años, sin duda. Y nuestros hijos, nietos, bisnietos serán protagonistas también, quizás, de lo que nosotros definamos en este tiempo.
	Así que, reitero, me parece sumamente interesante e importante. Me hace recordar también esto que estamos transitando ahora, a lo que vivimos en el mes de junio en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, en compañía de la Universidad Católica, del Colegio de Abogados, lo propio, el agradecimiento a las autoridades de esta prestigiosa casa, que nos permite poder acercarnos y ver todos los lugares y todos los espacios, en cuanto a poder enriquecer, desde todo punto de vista, nuestra Carta Orgánica, nuestra Carta Magna que, como decimos, es tan importante y regirá la vida de los vecinos y las vecinas de la ciudad de Santa Fe.
	Por eso, gracias por acompañarnos, gracias a las autoridades, a Liliana Dillon y a Darío Mejías, muchas gracias por permitirnos poder concretar este encuentro esta tarde y que surjan un montón de cosas en un marco democrático y participativo, como todos esperamos. Muchas gracias.
-aplausos.

[bookmark: _Toc236127630][bookmark: _Toc242430659][bookmark: _Toc113595755][bookmark: _Toc113823081][bookmark: _Toc113963219]palabras del señor presidente del honorable concejo municipal
SR. COORDINADOR (Mejías): Bueno, para cerrar este momento introductorio le damos la palabra al señor presidente del Honorable Concejo Municipal, Sergio Basile.

SR. PRESIDENTE (Basile): Muy buenas tardes. Bueno, un gusto estar acá con ustedes. Felicitaciones a las concejalas Capovilla, Cian y Battistutti, que son las impulsoras de esta iniciativa, de este prestigioso panel, y al concejal Simoniello. También agradecemos a nuestra Casa que nos recibe, ya le decimos nuestra, porque hemos estado en varias oportunidades y agradecemos muchísimo la predisposición para trabajar sobre Autonomía SF, que, como dice este banner, “La Ciudad es Protagonista de su Futuro”.
	A partir de lo que hoy vamos a poder expresar, saberes, experiencias, cuestiones muy positivas que nos vamos a llevar desde acá; cuando entramos por esa puerta a este momento seguramente salimos distintos, porque vamos justamente a hablar de cómo obtenemos los recursos, de qué manera los administramos, de qué manera generamos el engranaje y el control de esos recursos en una ciudad, que, como decía la concejala Cian, va a ser pensada desde acá a 30, 50 años, que generaciones futuras van a poder disfrutar y es nuestra responsabilidad hoy de hablar de la autonomía de Santa Fe. Tenemos esa responsabilidad política, la Constitución del ‘25 nos permite este tipo de instancias.
	También agradecer a los funcionarios municipales, al Secretario de Hacienda, José Serruya, al Fiscal Municipal, Miguel Molinari, que nos está acompañando siempre en cada una de estas etapas de Autonomía SF, lo que nos permite trabajar conjuntamente en esa idea de poder construir ese futuro de la ciudad, en este caso en la autonomía económica y financiera, y bueno, los vamos a escuchar de ustedes, los panelistas, que seguramente saben muchísimo y nos vamos a llevar mucha información para que cuando se convoque a la Convención Estatuyente local, tengamos esa definición política, también tengamos ese bagaje y esa cantidad de información que seguramente vamos a poner a disposición. Así que, desde nuestro lugar, muchísimas gracias por la presencia y que disfruten de la jornada.

-aplausos.

[bookmark: _Toc242430660]presentación de los expositores
[bookmark: _Hlk241691898]SR. COORDINADOR (Mejías): Hemos finalizado la presentación de las autoridades, a continuación, daremos comienzo al conversatorio.
	Estarán presentes en la Mesa y van a desarrollar las preguntas que iremos formulando en el siguiente orden. Para presentar, de izquierda a derecha, el profesor Alberto Papini, Licenciado en Economía y director del Instituto de Investigaciones Económicas y Sociales de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Católica de Santa Fe; la doctora Stella Rodríguez, docente y directora del Doctorado y la Maestría en Administración Pública de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional del Litoral y miembro de la Comisión de Administración Pública del Colegio de Graduados en Ciencias Económicas; el doctor Horacio Alesandria, decano de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Católica de Santa Fe; el doctor Bruno Rezzoagli, docente de esta Casa de Estudio y doctor en Aspectos Jurídicos y Económicos de la Corrupción por la Universidad de Salamanca; la magíster en Administración Pública María Agustina López, colaboradora de la Comisión de Administración Pública del Colegio de Graduados en Ciencias Económicas y Contadora Fiscal del Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Fe y la magíster en Administración Pública Alfreda Salusso, Coordinadora de la Comisión Técnica del Sector Público de la Federación Argentina de Consejos Profesionales en Ciencias Económicas.

[bookmark: _Toc242430661]exposición del señor horacio alesandria
SR. COORDINADOR (Mejías): Hecha la presentación, comenzaremos el conversatorio con algunas preguntas.
	Vamos a iniciar con el magíster Horacio Alesandria, a quien queremos preguntarle como para iniciar y dar un marco general abordando el título que nos convoca en este conversatorio. ¿Qué debería incorporar la futura Carta Orgánica para hacer efectiva la autonomía económica y financiera que reconoce la nueva Constitución Provincial en cuanto a la obtención de recursos, su administración y su control con el objetivo de garantizar los derechos consagrados en la Constitución Provincial y también en la Constitución Nacional? Así que dejamos a Horacio para que nos responda a esta primera pregunta.

SR. HORACIO ALESANDRIA: Buenas tardes. En primer lugar, muchas gracias por la invitación y por la iniciativa del Concejo Municipal. Me parece muy saludable que de cara a este desafío que tiene la ciudad de dictar su Carta Orgánica a partir de la nueva Constitución de la Provincia, se generen estos ámbitos para discutir, para intercambiar ideas.
	Como bien decía Darío en la pregunta amplia que formuló, voy a poner un poco el énfasis en tres aspectos que me parece que la Carta Orgánica tendría que contemplar y que los futuros convencionales estatuyentes tendrían que incorporar.
	Por un lado, consagrar el Régimen Municipal de Regiones y de Áreas Metropolitanas que la Constitución Provincial ya definió.
	Por otro lado, bajar a la Carta Orgánica lo que tiene que ver con los derechos de los habitantes. Tanto la Constitución Nacional como la Provincial hacen referencia a estos derechos, y, la contracara de esos derechos, las obligaciones o qué debiera asumir el Municipio en el ámbito de su competencia para dar respuesta o para contribuir a que sus ciudadanos alcancen o concreten esos derechos.
	Y finalmente, el tema del control. La Constitución Provincial, cuando habla de la estructura municipal, delimita tres actores centrales: Ejecutivo, Concejo y hace referencia al órgano de control externo. Así que ahí voy a hacer algunas referencias en ese sentido.
	En materia de la consagración del régimen municipal, en lo que tiene que ver con la obtención de los recursos –la Constitución enuncia los distintos tipos de recursos con los que puede contar el Municipio–, su administración, diría que la Carta Orgánica tendría que tener una bajada similar a lo que tiene la Constitución Provincial en su artículo 8, cuando hace referencia a cómo va a solventar los gastos que tiene la Provincia, en ese caso hace una enumeración el artículo, y me parece que también tiene que plasmarse en la Carta Orgánica lo que contempla el artículo 156 de la Constitución cuando habla de la estructura de los recursos que integran el tesoro municipal.
	El segundo aspecto en el que me voy a detener un poco más, que tiene que ver con esto de bajar a la Carta Orgánica los derechos que tanto la Constitución Nacional como la Provincial contemplan, me parece que es muy importante y además porque los municipios están llamados, me parece, a tener un rol central en este tema. Me refiero a lo que nos dice la Constitución Nacional en su artículo 41 cuando habla del derecho de los habitantes a un ambiente sano. Ahí aparece, no está dicho, pero subyace un concepto que es el de desarrollo sostenible, cuando habla del derecho que tenemos a un ambiente sano, pero sin comprometer a las generaciones futuras. Habla también de la obligación que tiene de recomponer aquel que produce un daño y obviamente después habla de la responsabilidad que tiene en este caso el Estado Nacional.
	La Constitución Provincial replica, diría, ese artículo 41 en su artículo 33 cuando habla también de los derechos, es muy similar el texto. También aparece ahí, habla de la cuestión intergeneracional, sigue estando presente ese concepto de desarrollo sostenible. Y ahí, una referencia, cuando habla de los actores que son responsables de eso menciona tres actores, y a mí juicio, quizás, también tendría que haber estado el Estado Municipal. Habla –permítanme que se los lea, el artículo 33–, primero el concepto de ambiente sano, desarrollo sostenible y dice: "Su cuidado constituye una responsabilidad compartida entre la Provincia, la ciudadanía y los sectores productivos". Bueno, creo que el actor local, el gobierno local también es central en esto porque, en el ámbito de su competencia, tiene que regular, por ejemplo, el desarrollo de la actividad económica que presten distintos actores.
	Y, digo, esto me parece que es central porque los municipios hoy en nuestra estructura, en nuestro tercer nivel, son los que están próximos a la gente y además porque los números dicen que en el año 2050 seremos 10.000 millones de habitantes, 85% va a vivir en países en desarrollo como los nuestros, y de esos 8.500 millones, 7.000 vamos a vivir en ciudades. Y según Naciones Unidas, esos 7.000 vamos a estar ocupando el 3% del territorio, lo cual habla de una alta concentración de la población.
	Y son los municipios los que consumen el 75% de la energía y generan el 80% de las emisiones de gases efecto invernadero, claramente ahí, con ese diagnóstico, el rol de los gobiernos locales es central. Entonces, así como las dos Constituciones, Nación y Provincia, hablan de esos derechos que tienen los habitantes, la Carta Orgánica me parece que también lo tiene que reflejar.
	Hice referencia al artículo 33, la Constitución sigue con el artículo 34 que, fundamentalmente, hace hincapié en el agua, el artículo 35 que habla del transporte y, un poco, la obligación o el compromiso que la Constitución le asigna al Gobierno Provincial es el de tutelar o impulsar que estos servicios o estos recursos, se utilicen de manera sostenible, pero claramente eso pasa en el ámbito local, en el ámbito de una ciudad. Entonces a mí me parece que esos derechos que mencionan ambas constituciones –reitero, la Provincial en los artículos 33, 34, 35 y siguientes–, deberían estar en la Carta Orgánica.
	Por otra parte, la contracara de esto es la responsabilidad que tenemos como Municipio de garantizar que los servicios que prestemos: recolección de residuos, transporte, etc., tengan sostenibilidad. Y cuando hacía referencia a cuando habla de régimen municipal y del tema de región y de áreas, también ahí la Provincia dice que va a impulsar la constitución de regiones y demás, y cuando habla en el artículo 156 de que los municipios “pueden”, yo creo que los municipios “deben”, por una cuestión de escala, por una cuestión de lograr economías efecto sinergia y claramente hay servicios, ya se está viendo hoy que hay muchos servicios: el transporte, la recolección de residuos, que ganan en economía, ganan en escala si se prestan con un área central, un ente que excede los límites de un municipio.
	Ahí me parece que es importante que estos derechos aparezcan y, por otro lado, la Constitución Provincial de 1949 en adelante habla de la articulación entre Provincia y municipios, entre Provincia y áreas, es decir, que eso, también, me parece que tiene que estar en la Carta Orgánica.
	Respecto a este tema, después, si hay inquietudes y tiempo podemos profundizar.
	El último aspecto al que quisiera hacer referencia es respecto al organismo de control, el tercer actor que la Constitución reserva para la estructura municipal, Departamento Ejecutivo, Concejo y hace referencia al órgano de control externo. Aquí, Santa Fe tiene algunos deberes ya hechos, Santa Fe tiene un Tribunal de Cuentas constituido, está por ordenanza, claramente, así como el órgano de control a nivel provincial que es el Tribunal de Cuentas tiene rango constitucional, entiendo que sería saludable que el Tribunal de Cuentas Municipal tenga rango y sea elevado a la Carta Orgánica y no a ordenanza como está actualmente, es decir que por un lado la Carta Orgánica debería tener al Tribunal de Cuentas como un órgano constituido y por otro lado, como decía, Santa Fe ya tiene los deberes hechos; en modelos de control básicamente hay dos tipos, por un lado está la Auditoría, que tiene determinadas características, y por otro lado está el Tribunal de Cuentas, eso responde a dos modelos de control, para no hacer historia, pero, claramente, Santa Fe eligió y en mi opinión correctamente, yo creo que los Tribunales de Cuentas tienen competencia en materia de control que son mejores o exceden a las atribuciones que tiene un órgano como la Auditoría.
	Entonces, claramente, la Carta Orgánica debe incorporar al Tribunal de Cuentas como órgano de control externo, en primer lugar, y lo otro que me parece que debería definir la Carta Orgánica es la forma de selección, aquí hay distintas alternativas, quizás la forma más extendida en la designación de vocales en los tribunales de cuentas es: propone el Ejecutivo y convalida el órgano legislativo. Eso pasa en la Provincia y también en el ámbito de la Municipalidad de Santa Fe. Si nos vamos al modelo nacional, que es de Auditoría, bueno, ahí hay un formato de elección distinto, que es competencia del órgano legislativo. Eso tiene que ver con que, en el caso de la Auditoría depende del Poder Legislativo cosa que, a mi juicio, no está bien, no es saludable para la independencia de los organismos de control. Pero claramente ahí hay un rol en la designación por parte del Poder Legislativo, en primer lugar, y de la oposición, en segundo lugar.
	Entonces, quizás, si queremos tomar algo de ese modelo de la Nación, la designación de los miembros del Tribunal de Cuentas por parte de la primera y segunda minoría de la oposición en el Concejo podría ser una alternativa: 3 miembros; 2 elegidos por la oposición, primera y segunda minoría del Concejo, y un tercer miembro designado a propuesta del Departamento Ejecutivo. Esa es una alternativa. Y hay otro modelo de designación, menos extendido, pero del que en la Argentina hay casos, que es el de designación por el voto popular; en este esquema se someten a elección como cualquier otro cargo electivo, ya sea un cargo ejecutivo o como legislador. Estas son las 3 variantes. La primera es la más extendida; la segunda me parece que podría ser para pensar, creo que ayuda al tema de la transparencia, que controle alguien distinto de quien es oficialismo en ese momento. Es una alternativa.
	Y, por último, solamente una pequeña referencia. La reforma constitucional creo que corrigió algo que tiene que ver con la ubicación del Tribunal de Cuentas en la estructura de la Constitución. En la Constitución de 1962, cuando miramos dónde estaba ubicado el Tribunal de Cuentas, aparecía después de Fiscalía de Estado. Entonces se daba el debate sobre si dependía o si era parte del Poder Ejecutivo. En algún momento, hablando con algún convencional constituyente de ese momento, me decía: “Y sí, la verdad es que no teníamos muy claro dónde ponerlo, los tiempos, la consolidación de la democracia no estaba muy firme y sentíamos ruido de botas y de tambores. Así que, bueno, decidimos ponerlo ahí y terminamos el debate”. Bueno, hoy la Constitución Provincial claramente lo está poniendo como un órgano extrapoder. Me parece que ahí mejoramos la ubicación.
	Diría que esos son los tres grandes temas que me parece que la Carta Orgánica Municipal debiera tener. Gracias.
-aplausos.

[bookmark: _Toc242430662]exposición de la señora STELLA RODRÍGUEZ
SR. COORDINADOR (Mejías): Gracias, Horacio. A continuación, sin seguir tanto el orden de los oradores, voy a formularle una pregunta a Stella: con respecto a la Ley de Municipios Nº 14.436, en cuyo Título IV se habla sobre la Administración Financiera, ¿cuál sería tu opinión respecto de los conceptos que deberían abordarse y los alcances que deberían incorporarse y debatirse dentro de la Carta Orgánica?, ¿qué podría estar dentro del reglamento?

[bookmark: _Hlk241837278]SRA. STELLA RODRÍGUEZ: Muchísimas gracias por el espacio, por la posibilidad de intercambiar opiniones o presentar distintos aspectos que puedan ser de utilidad en todo este proceso.
	La Constitución Provincial habla de la necesidad, de la obligatoriedad, del dictado de la Carta Orgánica para determinados municipios, y nuestra ciudad va a hacer uso de esa posibilidad. La norma dice que tiene que contener aspectos vinculados con la organización de la Administración Pública local, como dijo Horacio, con sus deberes, atribuciones y competencias, y habla también de mecanismos de democracia directa y participación ciudadana.
	Hay otra ley posterior, la Ley Provincial Nº 14.436, que determinó un régimen para los municipios, donde se establece que esta norma va a ser de aplicación supletoria para aquellos municipios que hayan dictado sus cartas orgánicas y no hayan previsto asuntos regulados en la Ley. Entonces, ¿qué aspectos debería, a mi entender, contemplar la norma, la Carta Orgánica a dictar? Yo lo pienso desde dos aspectos: hay cuestiones que sí o sí tiene que contemplar, y hay otros aspectos que estarán sujetos a debate, sobre cómo los tiene que contemplar.
	Si pensamos que la Carta Orgánica tiene un principio de rigidez, las normas que se contemplen en la Carta Orgánica van a ser normas más pétreas, mucho más difíciles de modificar. Aquí también hay una cuestión de criterio: qué vamos a considerar en la Carta Orgánica y qué aspectos conviene que sean dejados, por ejemplo, para la otra norma que hay que dictar, la norma complementaria, que es una norma de Administración Financiera. Entonces, ahí hay un límite como para pensar qué cosas contemplamos en cada una de estas dos normativas.
	Algunas cosas que sí o sí, a mi criterio, tienen que estar: el poder de imposición local y sus alcances –después se va a hablar de ese tema–, las atribuciones del Departamento Ejecutivo y del Concejo en cuestiones de Administración Financiera. Principio: el Departamento Ejecutivo ejerce la jefatura de la Administración Municipal, entonces, ese aspecto tiene que estar contemplado en la Carta Orgánica. Ciclo presupuestario, es decir, cuándo vamos a presentar el presupuesto. ¿El 15 de noviembre, como establece la ley?, ¿antes?, ¿después?, ¿qué fecha?, ¿cuál sería la fecha conveniente para pensar? Si la Provincia presenta el presupuesto, conforme a sus normas, el 31 de octubre, antes de esa fecha el Municipio no va a conocer los recursos con los que va a contar, con lo cual, evidentemente, tiene que ser en una fecha posterior. Pero, ¿qué tan posterior? El tiempo suficiente como para dar lugar a la discusión y aprobación. Entonces, este es un tema a dilucidar.
	¿Quién presenta el presupuesto? El Departamento Ejecutivo Municipal. ¿Quién lo tiene que aprobar? El Concejo Municipal. ¿Y qué pasa si no se aprueba? ¿Qué figura vamos a adoptar? ¿Vamos a ir a una reconducción presupuestaria? Y si vamos hacia allí, ¿qué tipo de reconducción presupuestaria? Hay muchos ejemplos, hasta podría ser una aprobación tácita. ¿Reconducción presupuestaria del presupuesto del año anterior, con sus modificaciones? ¿Reconducción del presupuesto del año anterior, sólo en sus partidas ordinarias? Este también es un tema para pensar y para definir cómo se acota esa reconducción.
	Otro punto, veto parcial de la ordenanza de presupuesto. ¿Qué pasa en ese caso? En la Provincia, se contempla el veto parcial. Pero para los municipios, ¿tiene que haber una norma de veto parcial?, ¿se puede aprobar la ordenanza de presupuesto en sus partes no vetadas? Este tema no está previsto en la nueva Ley Orgánica de Municipios, lo que es un punto para considerar, porque después, obviamente, si no contemplamos nada o si se decide no contemplar nada, ¿qué sería lo mejor para afrontar esa problemática? Hay un veto de un artículo de la ley de presupuesto; y ninguna ley vetada en parte no puede ser instrumentada, hasta que no se solucione el tema del veto. Tema para tener en consideración.
	Límite del endeudamiento. Tiene que estar, debería estar en la Carta Orgánica. Ahora bien, ¿cuál límite se establece ahí?, ¿para qué?, ¿qué destinos se va a permitir el Municipio darle a un endeudamiento? Tradicionales, obra pública, emergencias, puede haber otros, los tiene la Provincia, reforma del Estado, por ejemplo. Habrá que pensar y definir cuáles tienen que ser estos lineamientos que enmarquen los niveles de endeudamiento que se prevé contemplar.
	Otras funciones a considerar: ¿quién va a aprobar el nivel de subsidios?, ¿el Concejo? Debería estar previsto dentro de las funciones del Concejo. El tema expropiaciones, que también hace a lo financiero, que hace al ordenamiento. El Concejo tiene que tener la autorización o la facultad de poder dictar la norma de Administración Financiera que va a regir luego, o modificar la existente. ¿Vamos a revisar la existente? ¿Vamos a ajustarla? ¿Se va a derogar y se va a dictar una nueva? Estas son cuestiones que deben ser contempladas y pensadas al momento de definir esta Carta Orgánica.
	¿Y qué normas podrían estar o no en la Carta Orgánica? Acá ya vamos hacia una definición respecto del camino que se quiere seguir. Los principios de Administración Financiera están contemplados en la Ley de Municipios: eficiencia, eficacia, sostenibilidad, equilibrio fiscal. ¿Vamos a contemplar estos principios en la Carta Orgánica? Y si es así, ¿qué equilibrio fiscal? ¿Qué vamos a entender por equilibrio fiscal? ¿O solamente vamos a poner “equilibrio fiscal” y después reglamentamos por la Ley de Municipios? ¿Equilibrio fiscal de recursos y gastos corrientes? ¿Equilibrio fiscal de recursos y gastos de las rentas ordinarias? ¿Todo contra todo? ¿Cuáles van a ser las excepciones? Son todos aspectos para ir pensando.
	En cuanto al tema de la legalidad: si no está el gasto en el presupuesto, ¿se puede realizar? Son aspectos a tener en cuenta, o en la Carta Orgánica o en la Ley de Administración Financiera. Transparencia, publicidad, responsabilidad fiscal, ¿qué normas de responsabilidad fiscal pensamos que pueden estar en la Carta Orgánica y cuáles no?
	Reglas de fin de mandato, ¿dónde? ¿En una Ley de Administración Financiera o en la Carta Orgánica? ¿Con qué amplitud? ¿O dejar presentado el tema y reglamentarlo por una Ley de Administración Financiera?; aspectos que dan la posibilidad de fijar un marco mucho más rígido o un marco más flexible, que luego la normativa pueda discutir.
	Y el otro punto es el tema de la participación ciudadana. La Constitución dice que la Carta Orgánica tiene que establecer principios de participación ciudadana, y acá podemos tener dos esquemas: uno que contenga la frasecita “se asegura la participación ciudadana” y que se reglamente por una norma posterior, o ya establecer en la Carta Orgánica un blindaje a lo que entendemos por participación ciudadana. Entonces, si hablamos de presupuesto participativo, por ejemplo, ¿se compromete a tener en una norma, como la Carta Orgánica, principios de participación ciudadana? ¿Cuánto? ¿Un porcentaje del presupuesto? ¿Algunos aspectos del presupuesto? ¿Qué esquema? ¿Cómo se va a instrumentar? ¿Quién lo va a guiar al proceso?
	Uno podría decir: “bueno, la Carta Orgánica tiene que tener el principio fundamental, asegurar el derecho, y después que una norma –que puede ser la Ley de Administración o alguna otra– reglamente su instrumentación”. Entonces, hablamos de qué tan asegurado puede estar ese principio, que es la discusión que se va a tener que dar. ¿Ponemos un 2% del presupuesto, un 3%, todo el presupuesto, con participación ciudadana? Hay muchísimas formas de presentar o de pensar los presupuestos participativos, o la participación de la ciudadanía, o la democracia efectiva, no la democracia representativa, sino principios de democracia directa. Entonces, son aspectos que ponen en juego, de aquí a futuro, determinadas situaciones que hoy no tenemos. Y si hablamos de los presupuestos o de la participación ciudadana, estas son algunas de las cuestiones que, por la bibliografía, por algunos autores, han sido oportunamente criticadas, porque cuando no hay una norma que lo exija, queda a voluntad de un Ejecutivo la posibilidad de su instrumentación o no.
	En cuanto al carácter vinculante que se le va a dar al presupuesto participativo, a lo que decida la ciudadanía, ¿se lo va a tomar sí o sí? ¿o es voluntad del Ejecutivo, y luego del Concejo, aprobarlo? Porque no es que la participación ciudadana elimina, primero, la presentación del presupuesto por parte del Departamento Ejecutivo, y luego la votación del Concejo, siguen todas las instancias. La participación ciudadana es un mecanismo de pensar las acciones de política pública, de decidir qué se va a hacer en un año concreto, pero implica muchas cosas que deberán ser tenidas en cuenta, como, por ejemplo, la capacitación a la ciudadanía para que todos puedan tomar una decisión.
	Otras normativas. Por ejemplo, pueden ser reuniones barriales, tiempos, frecuencias, proyectos a considerar, los límites de esos proyectos, factibilidad de esos proyectos.
	Y, por último, algunos otros aspectos que hacen a la administración, pero que también podrían tener alguna línea, si se decide, en la Carta Orgánica. Sistema de tesorería, por ejemplo, caja única o no, destino de los fondos, participación, cómo se va a hacer la distribución de esos fondos en los ámbitos regionales. Contrataciones, ¿vamos a establecer en la Carta Orgánica una regla general, por ejemplo, de licitación pública o no? Y estas normas las dejamos exclusivamente para la consideración en una norma de Administración Financiera.
	Entonces, hay como un conjunto de hechos que sí o sí tienen que estar presentes, porque debemos tener un marco general. Pero ¿qué tanto, con qué profundidad, y qué tan restrictiva va a ser la discusión que se va a tener que dar al momento de establecer el articulado de esa Carta Orgánica? Y pensar, por un lado, la Carta Orgánica y, por el otro lado, esa norma de Administración o conjunto de normas reglamentarias de esa Carta Orgánica que se va a tener que dar a posteriori.
	Por ahí me parece que tienen que ir los lineamientos, espero que esto haya sido de utilidad y que haya respondido la pregunta.
-aplausos.

[bookmark: _Toc242430663]exposición del señor ALBERTO PAPINI
[bookmark: _Hlk238633438]SR. COORDINADOR (Mejías): Gracias, Stella. Siguiendo con el Régimen de Administración Financiera, vamos a hacer una pregunta para Alberto, que, en verdad, vamos a hacer dos en una para poder continuar. ¿Podrías comentarnos, en general, sobre los diferentes tributos que componen la masa coparticipable de recursos municipales en cuanto al origen, la evolución y la perspectiva? ¿Cuál sería, en ese sentido, la situación del Municipio de Santa Fe? Y, en el mismo sentido, ¿sería conveniente modificar alguno de los criterios de coparticipación para una mayor equidad en la distribución de los recursos, para poder afianzar así la autonomía municipal y el desarrollo equilibrado?

SR. ALBERTO PAPINI: Gracias por la invitación a las autoridades. Un gusto estar en esta casa, donde también fui docente muchos años, aparte de en la Universidad Católica.
	Yo voy a abordar el tema de los recursos, la coparticipación y su distribución a los municipios y comunas, con orientación a la ciudad de Santa Fe, pero un poco pensando como pensaba el Brigadier: fortalecer la ciudad, para la autonomía provincial. Porque las provincias, últimamente, no están muy consideradas a nivel nacional y los Estados centrales parece que se llevan por delante a las provincias, y me parece que a eso tenemos que tenerlo en cuenta.
	Entonces, vamos a ver varios números de la historia de cómo vienen los recursos, y un poco lo que podemos esperar para después con esos recursos, abordar un montón de derechos y de instancias de nuevos derechos que surgen de la Constitución. Bienvenido eso, pero el tema es que tenemos que tener los recursos para esas nuevas actividades, por más que se establece una nueva legislación donde la transferencia de servicios, de la Provincia a los municipios, debe ser con el traspaso de los fondos, de los recursos correspondientes.
	Ahora bien, no es solo la ciudad de Santa Fe la que va a adherir a esta nueva normativa; van a querer adherir muchas ciudades más de la provincia, y creo que va a haber una competencia por los recursos. Y lo mejor que podemos hacer es tratar de poner un poco de objetividad en los indicadores y en los análisis de los recursos, para que sea una distribución equitativa y que sea solidaria al mismo tiempo, como establece la Ley 14.436.

-la exposición es acompañada con la proyección de imágenes a las que se hace referencia.

	Entonces, ahí tenemos la coparticipación, la distribución primaria, y la distribución secundaria.
	Básicamente, lo que nos dice la Constitución es que la coparticipación primaria debe tener en cuenta los servicios que van a prestar el conjunto de los municipios y comunas. Y en función de los servicios y lo que atribuyan el conjunto de municipios y comunas, se va a hacer la primera distribución, que es la distribución primaria, y la secundaria, que es la que se hace después, de una masa menor de lo que recibe la Provincia que pasa a los municipios. Y respecto a los municipios, dice que debe ser hecha de forma concertada, con aprobación legislativa provincial y local.
	Es decir que la distribución para todos los municipios debe ser concertada entre la Provincia y los gobiernos locales, y aprobada por ley –por eso digo, va a haber ahí una disputa de recursos–, y con la correspondiente asignación de recursos para la gestión provincial.
	Entonces, vamos a ver cómo vinieron los recursos. Este gráfico tiene el origen de los recursos, desde el año 2003 hasta el año 2025. Fíjense, 35,9% de los recursos en el año 2025, fueron de origen provincial y el 64,1% de los recursos vienen de origen nacional. Esto está hecho en términos constantes, por IPC, y lo que vemos es que, en los últimos años, desde el 2015 al 2025, los tributos han caído, 11% los nacionales, 7% los provinciales, y en los dos últimos años los tributos nacionales cayeron un 8,9% en términos constantes, y los provinciales, prácticamente iguales, menos 0,2%. Entonces, podemos decir de media, 65% y 35%, eso es lo que hay, 35% provinciales, nada más.
	Y después vamos a ver, seguidamente, cómo son los provinciales. Entonces acá nos encontramos con que, en el año 2004, el 64% era por Ingresos Brutos, Impuesto Inmobiliario era el 18%, Sellos era el 13%, y el resto.
	Ahora, cuando vamos al año 2025, nos encontramos que Ingresos Brutos es el 86% de los recursos provinciales, y el Inmobiliario es el 5%. El Inmobiliario bajó del 18% al 5%, e Ingresos Brutos subió del 64% al 86%. Impuesto este que está bastante cuestionado, por lo tanto, ahí tenemos que tener alguna previsión.
	De alguna manera, uno puede decir, bueno, pero habría margen para hacer una modificación de la estructura de los ingresos y aumentar el Inmobiliario, que es mucho más justo, mucho más solidario, porque está gravando la riqueza y no la producción, porque, evidentemente, las presiones para bajar Ingresos Brutos van a venir, porque todos los sectores productivos están reclamando sobre eso.
	La otra cuestión a considerar es cómo se distribuyen los recursos. Y lo que hice acá es tomar el indicador de Necesidades Básicas Insatisfechas del año 2022, y los recursos por habitante. Yo los ordené desde arriba hacia abajo, por un orden de porcentaje de población con NBI de cada Departamento. Si esto lo replicamos a nivel de localidad, nos va a dar lo mismo, nos va a dar bastante parecido. Entonces, ahí vemos que departamentos como Vera, Garay, 9 de Julio, San Javier –son los del norte–, tienen un ingreso por habitante muy inferior a la media provincial –$340.000 es la media provincial de ingresos por habitante, en concepto de impuestos coparticipados a municipios y comunas–, y, a la vez, son los departamentos con población con mayor nivel de NBI, es decir que es regresiva la distribución del ingreso. ¿Por qué? Porque la base de gran parte de la coparticipación está hecha en relación a la emisión, o a la capacidad de recaudación propia.
	Entonces, lógicamente, los municipios del sur, con tierras muy caras, tienen mucha emisión de Inmobiliario; mientras que los municipios del norte, con tierras mucho más baratas, no la tienen. Y, aparte, en lo que es la capacidad contributiva de los municipios, no podemos comparar la capacidad contributiva de Rosario o de los departamentos del sur, con la capacidad contributiva de los municipios del norte. Entonces, me parece que, entre los criterios de distribución que, básicamente, son población, emisión o capacidad de contribución, tenemos que ser un poco más equitativos en esa distribución e incorporar el indicador de Necesidades Básicas Insatisfechas para, a nivel provincial, tener una provincia más equilibrada, como dice la Constitución, y ver cómo logramos ese equilibrio.
	Si ustedes se fijan ahí, la ciudad de Santa Fe –esto está hecho por departamento, pero a Santa Fe le pasa lo mismo–, el departamento La Capital está abajo de la media y tenemos un índice de NBI no tan alto como los otros, pero estamos abajo de la media, ¿no? Entonces ahí, la ciudad de Santa Fe, con un indicador que incorpore NBI, de alguna manera puede poner lógica y tener una mayor participación en los recursos, vía coparticipación.
	Después, quise ver qué pasaba con los dos grandes aglomerados, porque acá las dos grandes ciudades tienen intenciones de concretar su autonomía. Y, en general, lo que estamos viendo es que, en los ingresos por habitante, por impuestos y en el total, son mucho más altos los que está recibiendo Rosario que los que recibe Santa Fe. Por habitante, Rosario recibe en término promedio un 23% más de dinero por habitante de lo que recibe la ciudad de Santa Fe. Lógicamente, fíjense que, en el caso del Inmobiliario, que tiene como base de coparticipación la emisión que se hace de impuesto sobre eso, ahí la diferencia es mucho más grande, es del 33%. Tiene que ver con la valorización de las propiedades en estas ciudades y con la mayor riqueza que tiene una ciudad como Rosario, respecto de Santa Fe. Es decir que a la ciudad de Santa Fe la tenemos en el medio de todas estas desigualdades, por lo que habría que intentar corregir eso, hacia algo más equilibrado.
	Acá, lo que hice es mostrar cómo está la Municipalidad de Santa Fe. Entonces, aquí dijimos que la Provincia tiene un 35% de ingresos propios y un 65% nacionales. ¿Y el Municipio cómo está? El Municipio tiene 50 y 50. Es decir que, aproximadamente, 50% son recursos que genera la Municipalidad, y el otro 50% son recursos que provienen de la coparticipación. Pero también decíamos que, de esa coparticipación, el 65% es nacional, y ese porcentaje viene cayendo en los últimos años. Entonces, ahí creo que hay que prestar un poco de atención.
	Y, después, lo que vemos en la Municipalidad de Santa Fe es que tiene una gran dependencia del Derecho de Registro e Inspección, porque un gran porcentaje de la recaudación de la Municipalidad es, precisamente, por Derecho de Registro e Inspección, un derecho que también, como Ingresos Brutos a nivel provincial, está ampliamente cuestionado hoy en día. Entonces, creo que hay que pensar en nuevos recursos que puedan suplantar, evidentemente, esta situación.
	Por otra parte, el último balance de la ejecución presupuestaria de la Municipalidad de Santa Fe nos da que tiene un ahorro corriente, es decir, los ingresos corrientes menos los egresos corrientes, con un resultado económico positivo del 6%. Si bien esto uno lo ve a priori y parece un buen indicador, porque tiene un 6% de diferencia a favor, en realidad, un Municipio tiene que tener generalmente entre un 20 y un 30% de gastos en bienes de capital, con lo cual, estamos dependiendo, de una manera significativa, de transferencias de recursos provinciales para poder hacer obras. Es decir, del presupuesto sobra un poco, pero no lo suficiente como para poder tener más autonomía. Por ejemplo, para comparar, en Rosario, el ahorro corriente es el doble, de más del 12% o el 13%; entonces, si tenés una inversión del 20%, te queda un 8% de diferencia; en cambio nosotros, para tener una inversión del 20%, tenemos que hacer un esfuerzo mayor.
	Y aquí me parece que hay que hacer alguna reflexión sobre un tema fundamental, que tanto la nueva Constitución como la Ley Nº 14.436 le dan mucha importancia. Me refiero al cuidado del medio ambiente. Hoy, en las exposiciones anteriores, se habló de este tema y me parece que ahí hay que imponer un criterio, que es “el que daña el medio ambiente paga”, por lo cual, me parece que en la Carta Orgánica hay que empezar a contemplar premios, por un lado, a quien no contamine o ayude a no contaminar, pero, por otra parte, dejar en claro que en todas las obras que se tengan que hacer y traigan algún perjuicio para todos, un perjuicio para la población, que esto sea soportado por quien está usufructuando esas obras. Me parece que, en esos aspectos, a esto se le tiene que dar mayor importancia y debe haber una mayor transparencia en todas esas cosas, porque, generalmente, en todos los municipios se hacen acuerdos entre el Ejecutivo y las empresas, cuando hay algún tipo de obras que afecta a la comunidad.
	Entonces me parece que hay que trabajar mucho en esto de las tasas que tengan que ver con el cuidado del medio ambiente, y ser muy precavidos con el tema de los recursos y cuáles son las nuevas funciones que se van a tomar. Por ejemplo, conozco el caso de algunos municipios –porque me tocó ser logístico de salud, donde la plata nunca alcanza–, y en algunos municipios que se hicieron cargo de la salud, esto puede llevar hasta un 25 o un 30% de los recursos de una municipalidad. Entonces, la transferencia de recursos que tendría que haber si la Municipalidad se hace cargo, como está plasmado en la ley, de la atención primaria de la salud, que serían los dispensarios y, como los llamamos en salud, de los niveles 1, 2 y 3, eso tiene un costo muy elevado. Entonces, me parece que todo eso implicaría hacer números muy finos, acerca de cuánto sería el costo de traspasar, básicamente, un servicio tan delicado como el de salud, como está previsto en la Ley Nº 14.436.
	Intenté con esto dar algunos números para ver cuál es la realidad, cuál es la posibilidad de asumir los desafíos de esta Carta Orgánica que se pueda dictar.

-APLAUSOS.

[bookmark: _Toc242430664]Exposición de la señora María Agustina López
SR. COORDINADOR (Mejías): Muchas gracias, Alberto. Vamos a entrar ahora a temas de control, aquí tenemos tres referentes con amplia trayectoria en temas de control público.
	Comenzamos con una primera pregunta hacia Agustina para analizar qué aspectos debería consagrar la Carta Orgánica, a los efectos de asegurar un sistema de control externo eficaz y un órgano que pueda cumplir tal cometido.

SRA. MARÍA AGUSTINA LÓPEZ: Bueno, gracias Darío. Buenas tardes para todos, para mí es un honor poder participar de este panel, junto a profesionales tan distinguidos, con reconocimiento y trayectoria, y espero que podamos debatir estos temas y sacar aportes que puedan ayudar para la concreción de la Carta Orgánica de nuestra ciudad.
	Con respecto a los aspectos que debería consagrar la Carta Orgánica, para mí hay algunos que son esenciales y deberían estar contemplados. Después habría que ver, como decía Stella, si por ordenanza municipal o alguna ley de Administración Financiera se desarrollan o reglamentan esos aspectos de una manera más detallada. A mi criterio, primero deberíamos consagrar la independencia funcional y técnica y la autarquía administrativa y financiera del órgano de control externo, en este caso, el Tribunal de Cuentas Municipal. Un segundo aspecto sería definir las competencias y el alcance del control externo. En este aspecto, quiero resaltar o destacar la importancia de las funciones jurisdiccionales. Coincido con lo que dijo Horacio: es muy importante que el Tribunal de Cuentas Municipal de Santa Fe conserve esas funciones. Después habría que precisar sobre la designación, la remoción y la estabilidad de los miembros del Tribunal de Cuentas. Y, por último, también me parece importante establecer mecanismos de transparencia y de acceso a la información pública.
	Con respecto al primer punto, la independencia funcional y técnica y la autarquía administrativa y financiera, me parece que debe estar previsto de forma tal que el Tribunal de Cuentas Municipal pueda cumplir con su función de manera eficiente y sin influencias o presiones del Departamento Ejecutivo o del Concejo Municipal. Esto significa que debe tener poder de decisión propio, capacidad de gestionar sus propios recursos, personal y presupuesto, sin depender de las autoridades o de los poderes a los que debe controlar.
	Estos principios de independencia han sido plasmados hace mucho tiempo, ya están aceptados internacionalmente. Hay muchas normas y principios de INTOSAI, que es el organismo que nuclea a nivel internacional a las entidades de fiscalización superior, y se destaca que han sido aceptados en todo el mundo y reconocidos también por las Naciones Unidas. Hay dos declaraciones muy importantes, que son la Declaración de Lima y la Declaración de México, que contemplan estos aspectos sobre la independencia y la importancia de que el órgano de control externo no tenga influencias o presiones por parte del Ejecutivo y del Legislativo.
	Con respecto al fortalecimiento de la independencia, además, el órgano de control requiere el apoyo de diversos actores que, a mi entender, podrían ser el Departamento Ejecutivo y el Concejo Municipal, la Secretaría de Hacienda, también pueden colaborar los colegios profesionales de Ciencias Económicas y Jurídicas, las universidades, el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Fe, las organizaciones no gubernamentales, también los grupos de ciudadanos, para asegurar el control social, y el propio personal del Tribunal de Cuentas Municipal. Me parece que es necesario consolidar la independencia porque, para ello, también desempeñan un papel fundamental los propios miembros del Tribunal de Cuentas Municipal, y es necesario que se aúnen los esfuerzos entre las autoridades políticas y el propio personal para poder lograr el fortalecimiento de esa independencia.
	Con respecto a las competencias y el alcance del control, creo que es muy importante que el Tribunal de Cuentas esté plasmado en la Carta Orgánica. También hay que tener en cuenta la Ley de Municipios Nº 14.436, la cual establece que el sistema de control externo alcanza a todo el sector público municipal no financiero, y eso comprende a la Administración Central, a los organismos descentralizados y autárquicos, a las instituciones de seguridad social, a las sociedades y empresas del Estado Municipal, al Concejo o Comisión Municipal, al Tribunal de Cuentas y a otros entes públicos.
	En cuanto a las competencias del órgano de control externo, también es importante que estén plasmadas en la Carta Orgánica. Principalmente, creo que debe estar plasmado el hecho de que se pueda seguir con las funciones que tiene actualmente: el examen de las rendiciones de cuentas, aprobar o desaprobar la percepción e inversión de los caudales públicos, el control de legalidad de los actos administrativos que estén vinculados a la hacienda pública y, lo que decíamos antes, sobre la determinación de las responsabilidades que resulten.
	En este aspecto, después habrá que reglamentar cuáles son los mecanismos que tendrá el órgano de control para determinar la responsabilidad, que, me parece importante también, que siga como está previsto hasta el momento, es decir, que tenga la posibilidad de aplicar multas, que se irán graduando en función de la gravedad del acontecimiento, que tenga la posibilidad también de sustanciar juicios de cuentas hacia los responsables de y ante la administración de los fondos públicos, y los juicios de responsabilidad, a fin de determinar la responsabilidad administrativa y patrimonial de quienes hayan incurrido en algún daño al erario municipal.
	Con respecto a la actividad jurisdiccional, como decíamos, es muy importante que esté prevista y, también como se defendió en el Tribunal de Cuentas de la Provincia –como decía Horacio, hay dos modelos de control–, este modelo es el que se ha visto que ha tenido mayor eficacia y eficiencia, porque permite que los responsables sepan que, ante un incumplimiento o alguna irregularidad en el manejo de los fondos públicos, pueden ser sancionados.
	En lo que respecta a la designación, remoción y estabilidad de los miembros, creo que esto también tiene que estar previsto y, como decía Horacio, lo que se acepta generalmente es la propuesta del Departamento Ejecutivo, a consideración del Concejo Municipal, mientras que su remoción requiere de un procedimiento especial, que garantice la estabilidad. Actualmente, la ordenanza vigente establece que el Tribunal de Cuentas Municipal se integra con tres miembros o vocales, uno de los cuales ejerce la presidencia, que duran 4 años en el ejercicio de sus funciones y que pueden ser reelegidos y deben permanecer en su cargo hasta que sea nombrado el reemplazante. Podría establecerse en la reglamentación, quizás, que previo al nombramiento de los vocales, el Departamento Ejecutivo Municipal deba consultar sobre la idoneidad de los profesionales propuestos a las entidades con competencia en el ejercicio de la profesión, por ejemplo, y a la ciudadanía en general, como se ha establecido en el procedimiento que rige para el Tribunal de Cuentas de la Provincia.
	Con relación a las causas y procedimientos de remoción de los vocales, actualmente están contempladas en la ordenanza municipal como causales de remoción: el mal desempeño, negligencia grave, comisión de delitos dolosos o inhabilidad física o mental sobreviniente, y el procedimiento requiere de una investigación previa y la aprobación de una mayoría agravada de dos tercios de votos del Concejo Municipal.
	En definitiva, creo que la Carta Orgánica deberá prever las formas de designación de los vocales, me parece prudente la propuesta del Departamento Ejecutivo con acuerdo del Concejo Municipal, y deberán reglamentarse luego por ordenanza los mecanismos de selección y también los títulos profesionales requeridos.
	Con respecto a la duración del mandato, habrá que determinar si coincide con la de los cargos electivos de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, o si superan dicho período, para garantizar la independencia política, la continuidad institucional y mayor estabilidad técnica. Y habrá que ver también las causales de remoción.
	Por último, con respecto a la transparencia y al acceso a la información pública, también tendrá que determinar la Carta Orgánica los mecanismos a implementar. En este punto, la Ley Orgánica en su Título VI estableció algunos mecanismos, y considero que es importante fijar los plazos precisos de presentación de la Cuenta de Inversión por parte del Ejecutivo Municipal y la emisión del informe técnico que tiene que hacer el Tribunal de Cuentas Municipal. Además, también me parece importante la publicidad de los actos que emita el órgano de control externo, ya sean los dictámenes, los informes de auditorías o los fallos, en medios de acceso público, y la emisión, el hecho de que puedan estar al acceso de la ciudadanía, también puede ser en el Boletín Oficial Municipal y en la web institucional.
	Para finalizar, me parece también importante prever canales de articulación y colaboración técnica, que pueden darse con las universidades y también con el órgano de control externo a nivel provincial.
	Considero que esos cuatro aspectos deberían estar previstos en la Carta Orgánica. Muchas gracias.
-APLAUSOS.

[bookmark: _Toc242430665]Exposición de la señora ALFREDA SALUSSO
SR. COORDINADOR (Mejías): Gracias, Agustina.
	Tomando un poco, Alfreda, lo que planteaba Agustina sobre competencias, incumbencias y alcances, te pregunto si podías abordar cuáles deberían ser los temas que tendrían que estar incorporados dentro de la Carta Orgánica, y qué se podría dejar para un proceso de reglamentación posterior a través de una ordenanza. Y también te unifico en esta pregunta otra pregunta más, que tanto Agustina como Horacio plantearon, respecto a los modelos de control que existen, cuestión que también debería dilucidarse en la discusión de la Carta Orgánica. Me refiero a cuál debería ser el modelo de órgano de control externo, tema que lo dejo ahí abierto para que podamos profundizar.

SRA. ALFREDA SALUSSO: Antes que nada, gracias al Concejo Municipal por haber generado este proceso participativo y por la invitación a participar. En buena hora que desde las instituciones de la profesión y las Facultades de Ciencias Económicas podamos abordar estos temas y generar un consenso técnico.
	Encontrar el límite de lo que debe contener la Carta Orgánica y lo que debe reglarse luego por ordenanza, no es una tarea simple, pero entiendo que la Constitución Nacional ha sido muy mezquina al considerar el control externo. El artículo 85 de la Constitución Nacional que determina la Auditoría General de la Nación como órgano de control externo, es demasiado limitado y previó el dictado de una ley reglamentaria de la constitución del organismo, de su funcionamiento y de su integración, que aún no ha sido emitida –a pesar de que trascurrieron 32 años desde la sanción de la reforma de la Constitución Nacional– y que debía salir por mayoría absoluta de ambas Cámaras.
	También entiendo que la Constitución Provincial, luego de su reciente reforma, en su artículo 144 es demasiado escueta en relación a lo que refiere al Tribunal de Cuentas de la Provincia, porque transcribió principalmente lo que decía la Constitución anterior, y ni siquiera agregó una palabra. Creo que se eliminaron tres palabras, nada más que eso.
	En el ámbito municipal, entiendo que el desarrollo debe ser más amplio en la Carta Orgánica. Ya en lo que respecta al Régimen Municipal, la nueva Constitución es más amplia; lo desarrolla desde el artículo 154 al artículo 159, y también hay referencias a los municipios en varios artículos más. En el artículo 155 –ya lo dijo Horacio– refiere a la integración institucional del municipio con el Intendente, el Concejo Municipal y el órgano de control externo.
	Una de las razones para garantizar el control externo es la relación de confianza que debe existir entre la administración, quienes administran los recursos públicos, y los ciudadanos. Se debe generar confianza con la ciudadanía. Si bien se ha avanzado mucho en otros órdenes en este sentido, aún la ciudadanía no percibe los resultados del control. Y el control es el único medio válido para garantizar que la actuación de los funcionarios sea acorde a normas y principios que la rigen, independientemente del modelo en que estén inmersos.
	Lo ideal consistiría en definir en la Carta Orgánica las bases estructurales, la independencia, la competencia esencial, dejando para considerar en la ordenanza lo operativo y lo administrativo que hace al funcionamiento. Eso le daría flexibilidad a la Carta Orgánica y permitiría que pueda mantenerse en el tiempo. Debería establecer el órgano, su carácter, garantizar su independencia, mencionando la autarquía financiera y la autonomía funcional y técnica. La integración, el número, los miembros, los títulos profesionales y las inhabilidades o incompatibilidades, con los mecanismos de designación y remoción, tal como comentó Agustina hace un rato.
	En este punto, teniendo presente el rol técnico que deben cumplir los organismos de control externo, la Carta Orgánica debería elevar un poco los estándares de la normativa vigente por ordenanza. Si bien se prevé ya la composición mixta, que data de muchos años de esa integración complementada con profesionales del derecho y profesionales en ciencias económicas, entiendo conveniente pautar que la mayoría de los miembros pertenezcan al campo de las ciencias económicas: contadores públicos, con matrícula activa y antecedentes comprobables en auditoría y control gubernamental. Esto, teniendo en cuenta nuestras incumbencias y tratándose de un órgano de control hacendal eminentemente, se trata de la gestión y del control de la hacienda pública.
	Respecto de los mecanismos de selección, designación y remoción, el texto debería ratificar el espíritu de acuerdos cruzados, propuesta del Ejecutivo, con acuerdo del Concejo, también podría ser por representación de las minorías, como tiene la Auditoría General de la Nación, su presidencia, pero incorporando un procedimiento previo de selección y evaluación de antecedentes, sin que la Carta Orgánica establezca necesariamente cuál sería ese procedimiento. El procedimiento puede ser concurso público, de oposición y antecedentes o puede haber otro proceso de selección. También se deben fijar las causales graves y los procedimientos de remoción, como ya lo desarrolló muy bien Agustina. Esto limitaría la discrecionalidad política y dotaría a los vocales de una legitimidad de origen técnico indiscutible para el cumplimiento de la función.
	En general, las competencias esenciales del órgano como rector del sistema de control externo, fijado con un modelo de control integral e integrado, que ya está y que abarca aspectos presupuestarios, económicos, financieros, patrimoniales, de legalidad y de gestión fundado en los principios de eficacia, eficiencia y economía. Eso sería lo esencial en cuanto a las competencias.
	También reconocer los principios de la administración financiera, la centralización normativa y descentralización operativa, ya que el órgano de control externo funcionaría como órgano rector y tendría a su cargo el control de todo el sector público municipal.
	Se puede hacer una referencia al tipo de control. Control preventivo –no me gusta hablar de control previo– y posterior. Las auditorías, la auditoría y emisión del dictamen de la Cuenta de Inversión, el examen de las rendiciones de cuentas de los responsables sometidos a tal obligación y la sustanciación de los juicios de cuentas y juicios de responsabilidad. Debería delegarse a la ordenanza, la estructura del organismo y los procedimientos técnicos, entre otros aspectos puntuales que harán luego al funcionamiento.
	La autarquía financiera real se logra con la definición por parte del órgano de control externo de su propio presupuesto, sin que el Ejecutivo ni el Concejo tengan injerencia para modificárselo.
	Yo miré los números del Presupuesto Municipal y el Presupuesto del Tribunal de Cuentas. Hay parámetros internacionales sobre esto. El secretario del Tribunal de Cuentas lo hace llevar para que el organismo tenga solidez en el funcionamiento. Igualmente, incluir estos aspectos en la Carta Orgánica le daría un rango constitucional y mayor compromiso y garantía de mantener el funcionamiento establecido, autónomo e independiente.
	La Carta Orgánica debe receptar la estructura preexistente que ya hay en el organismo y que también está prevista en la Constitución, pero explícitamente definirlo como un órgano extrapoder con autonomía funcional equidistante del DEM y del Concejo.
	Creo que así está entendido en el inciso del artículo 155, que ya mencionamos. La Municipalidad de Santa Fe, en relación con todos estos aspectos, tiene ventajas, ya que tiene la implementación del órgano de control externo, como el Tribunal de Cuentas, que empezó a funcionar en el año 1992, creado por ordenanza en el año 1989, sin cuestionamientos por la creación. Luego quedó sin efecto esa ordenanza de creación y una nueva ordenanza de funcionamiento que mantuvo más o menos el esquema.
	Retomando el tema, la otra pregunta que me hiciste ¿qué modelo institucional? Yo no me aferro a un modelo de control, creo que los dos modelos si están correctamente diseñados deben funcionar y cada organismo debe cumplir con el objetivo para el cual fue creado en un modelo o en el otro. Pero es importante el diseño y a veces las etapas de transición de un modelo a otro, suelen dejar lagunas o espacios que generan algunos incumplimientos. O sea que al ya la Municipalidad de Santa Fe tener en marcha este modelo de control integral e integrado es una ventaja muy importante y entiendo conveniente que debe mantener este esquema o diseño y así evitar estas situaciones de transición de un modelo a otro como lo que se ha dado en el orden nacional, también se da en órdenes provinciales.
	En nuestro país, la última reforma de una constitución provincial –sin considerar la reciente de nuestra provincia– ha sido en la provincia de Jujuy en el año 2023, donde se disolvió el Tribunal de Cuentas y se creó toda una inseguridad en el personal, en el funcionamiento, en los controles; ahora ya se están encaminando, pero es todo un tema de reorganización importante.
	Además, hay que considerar una cultura del control como conjunto de rasgos distintivos. Y si bien se debe reconocer que en los últimos 30 años se ha avanzado, está aún pendiente y lejos de cubrir con las expectativas. El control en general está lejos de cubrir con las expectativas de la sociedad, no se percibe. Habrá que trabajar mucho en este sentido en la medición de resultados y en que los controles sean efectivos. Y esperemos que esta etapa de la Carta Orgánica nos ayude a generar ese consenso que se necesita con la sociedad y que la sociedad valore lo que se haga.
-Aplausos.

[bookmark: _Toc242430666]Exposición del señor BRUNO REZZOAGLI
SR. COORDINADOR (Mejías): Muchas gracias, Alfreda.
	Bueno, Bruno, continuando con temas de control también, la consulta es si podrías profundizar un poquito más el tema de la configuración del órgano de control externo en la Carta Orgánica y las garantías que se deberían contemplar para asegurar su independencia.

SR. BRUNO REZZOAGLI: Muchas gracias, Darío. En primer lugar, agradecer al señor vicedecano de la facultad por invitarme a participar de este evento, a todas las autoridades de la Universidad, a las autoridades del Colegio de Graduados, del Consejo Profesional, a mis colegas que están en esta mesa, a los concejales y a todo el Concejo Municipal que está organizando esta esta actividad, funcionarios municipales, graduados, alumnos, docentes y vecinos y vecinas de la ciudad.
	Realmente no sé si profundizar, porque me tocó hablar sexto, un auditorio cansado y ya profundizaron muchísimo tanto, la verdad que de manera excelente tanto Agustina como Alfreda. Pero bueno, voy a tratar de reordenar algunas ideas y realizar algunos aportes que espero sean interesantes.
	Si hay algo que creo que es importante es que la Carta Orgánica Municipal no se limite solamente a realizar una mención del órgano de control externo, ni a realizar una simple enumeración de sus atribuciones o de alguna competencia aislada. Es importante que el órgano de control municipal reciba una configuración directa e inmediata de la Carta Orgánica Municipal, y esto no es una cuestión menor.
	Acá me voy a ir a la teoría constitucional y me permito hacer una distinción entre el órgano constitucional y un órgano de relevancia constitucional, dado que ambos tienen jerarquía constitucional, ambos están contemplados en la Constitución; sin embargo, tienen distintas características.
	Son características de los órganos constitucionales el hecho que reciban una configuración directa de la Constitución, es decir, en el caso que nos ocupa, de la Carta Orgánica Municipal. La Carta Orgánica Municipal debe determinar la organización, la composición, los procedimientos de designación, la duración del mandato, los requisitos de idoneidad, causales de remoción y procedimientos de destitución de los integrantes del órgano de control.
	Esta es una forma de blindar al órgano de control y, de alguna manera, de evitar que después el legislador local termine desvirtuando o desnaturalizando el sentido que le quiso dar el constituyente. Y esta es una característica fundamental esta configuración directa e inmediata de los órganos constitucionales que no la tienen los órganos de relevancia constitucional. Como mencionaba también Alfreda haciendo referencia a la Auditoría General de la Nación, podríamos considerarlo un órgano de relevancia constitucional, ¿por qué? Porque si vemos ese artículo 85 de la Constitución Nacional, define a la Auditoría General de la Nación como un organismo de asistencia técnica del Congreso de la Nación con autonomía funcional, que tendrá a su cargo el control de legalidad, auditoría de gestión de la administración pública centralizada y descentralizada, cualquiera fuera su modalidad de organización. También determina que el presidente del organismo será designado a propuesta del partido político de la oposición con mayor número de representantes en el Congreso.
	Sin embargo, nada dice de la duración del mandato, de la integración de ese órgano colegiado, nada dice de los mecanismos de designación, los procedimientos de designación, de las causales de remoción y de los procedimientos o mecanismos de destitución. De hecho, como comentó Alfreda, encontramos todos estos aspectos regulados en la Ley Nº 24.156 que es del año 1992, es decir, dos años antes de la reforma constitucional, que establece efectivamente que esta Auditoría General de la Nación está compuesta por siete auditores generales, tres designados por la Cámara de Diputados, tres por la Cámara de Senadores, el séptimo auditor designado por resolución conjunta de los presidentes de ambas Cámaras –obviamente lo integramos con el texto constitucional ya que la ley que tendería a reglamentar ese artículo 85 nunca se sancionó–, a propuesta del partido político de la oposición con mayor número de representantes en el Congreso. Duración del mandato 8 años, podrán ser reelectos; causales de remoción, establece inconducta grave o manifiesto incumplimiento de sus deberes, lo cual es algo excesivamente genérico y susceptible de originar un atentado a la independencia.
	Por eso nosotros defendemos y, en lo personal considero que todos los atributos fundamentales que hacen a la condición y a la oposición del órgano de control externo, deben recibir una configuración directa de esta Carta Orgánica Municipal. Por ejemplo, tanto se habló acá de los mecanismos de designación, si la Carta Orgánica Municipal, supongamos, determina que los integrantes del órgano de control deberán ser designados mediante un procedimiento de concurso de antecedentes y oposición, después, obviamente, va a haber una ordenanza municipal que reglamente el procedimiento de designación de los integrantes del órgano de control, pero lo que no puede hacer es cambiar el mecanismo de designación.
	Otra característica, otra nota distintiva de los órganos constituciones, es justamente que constituyen un componente fundamental del sistema constitucional, es decir, cada sistema constitucional tiene unos órganos que le son propios. Cuando hablamos de sistema, sabemos que es un conjunto de partes interrelacionadas que conforman un todo unitario, por lo tanto, si debilitamos una de esas partes, me refiero a los órganos, órganos y relaciones, ¿qué pasa?, debilitamos todo el sistema y bien lo comentaron tanto Horacio como Alfreda.
En este sentido, tenemos que traer a consideración el artículo 155 de la Constitución Provincial, el cual establece que aquellos municipios que están facultados para dictar sus Cartas Orgánicas –es decir, en principio aquellos que tienen más de 10.000 habitantes–, las mismas deben contemplar una arquitectura institucional local conformada por un Intendente, un Concejo Municipal y un órgano de control externo.
	En términos generales, es el Intendente el que ejerce la jefatura, podríamos decir, de la administración pública municipal, ejecuta las políticas y los programas municipales; un Concejo Municipal que sanciona las ordenanzas pero también controla políticamente al Ejecutivo, por ejemplo un control preventivo –ya que hacíamos referencia de los momentos del control–, mediante la sanción de la ordenanza de presupuesto; un control concomitante, por ejemplo, requiriendo informes, mediante los pedidos de informes al Ejecutivo o requiriendo al Intendente y a los a los secretarios municipales que asistan, que concurran al recinto para que den explicaciones sobre la marcha del gobierno.
	Control posterior, podemos hablar de la aprobación o rechazo de la Cuenta Anual de la Administración. Muchas veces la conocemos aquí como Cuenta de Inversión en el ámbito nacional o provincial.
	Y también habla de un órgano de control externo que es el que realiza el control técnico, es decir el control de la gestión económico-financiera del sector público municipal. Y aquí es importante porque el órgano de control externo no aparece como un elemento accidental o secundario de esa arquitectura institucional local, sino como un componente estructural de la misma.
	Y, por último, una tercera nota distintiva de los órganos constitucionales es que todos ellos pertenecen a un mismo rango jurídico público, es decir que son supremos en su orden. ¿Qué quiere decir esto?, que en definitiva son jurídicamente independientes en el ejercicio de sus atribuciones conferidas por la Carta Orgánica Municipal respecto de los demás órganos estatales. ¿Qué significa esto? Esto nos permite entender que la relación del órgano de control externo con el Concejo Municipal, es una relación que debe entenderse por ser este último el principal destinatario de sus informes; ¿para qué?, para ejercer el control político, porque es el órgano deliberativo que representa a las vecinas y vecinos de la ciudad, pero bajo ningún punto de vista deberíamos entenderlo como una relación de dependencia o de subordinación.
	Y esto no es una cuestión menor, porque este abordaje y esta configuración del órgano de control nos va a permitir después, a través de la reglamentación correspondiente, determinar, por ejemplo, que sea el propio órgano de control el que apruebe su Programa Anual de Control, cuestión que no es menor. Tenemos ejemplos en el sentido contrario. Si hablamos de la Auditoría General de la Nación, la misma confecciona su Programa Anual de Control. Sin embargo, quien tiene la competencia para aprobar ese programa es la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas, junto con la Comisión de Presupuesto y Hacienda de ambas Cámaras del Congreso. Nosotros creemos que esto realmente representa un atentado a la independencia y la autonomía funcional del órgano de control externo.
	Ejemplos de órganos constitucionales de control externo municipal, tenemos el Tribunal de Cuentas de la ciudad de Córdoba, cuya Carta Orgánica no solamente lo menciona, lo define como el órgano de control externo del sector público municipal, sino que –reitero– determina su organización, su composición, los requisitos de idoneidad, el mecanismo de designación de sus integrantes, la retribución, la duración del mandato, remoción, destitución, quórum, presidencia. A diferencia, indudablemente como órgano de relevancia constitucional, podemos traer como ejemplo el caso de la Sindicatura Municipal de la ciudad de Neuquén, cuya Carta Orgánica, si bien define a esta sindicatura como el órgano de control externo del sector público municipal en sus aspectos patrimoniales, financieros y de gestión, y también establece que dictaminará sobre la razonabilidad de los estados financieros del municipio; sin embargo, delega en el legislador local, mediante ordenanza, el establecimiento de las competencias y atribuciones del órgano de control.
	Entonces, no basta con establecer que el órgano de control es el órgano de control de la gestión económico-financiera del sector público municipal. Creemos y defendemos que, efectivamente, las principales competencias del órgano de control deben estar plasmadas en la Carta Orgánica Municipal. Es más, deben recibir –reitero–, según dice la Constitución, todos los atributos fundamentales que hacen a su condición y posición de órgano de control. Y, por supuesto, dejamos fuera las cuestiones que tienen que ver con aspectos procedimentales y de funcionamiento interno. Muchas gracias.
-aplausos.

[bookmark: _Toc242430667]intervención de la señora ALFREDA SALUSSO
SR. COORDINADOR (Mejías): Muchas gracias, Bruno.
	Bueno, Bruno comentó también el tema de los modelos y las figuras, una cuestión por ahí controversial entre los distintos modelos. Como se decía, Neuquén habla de una Sindicatura General; la ciudad de Santa Fe tiene el modelo de Sindicatura como órgano de control interno, y el Tribunal de Cuentas como órgano de control externo. Esto para poder conversar con Alfreda: ¿cómo se darían un poco estos procesos de diálogo entre los órganos de control, tanto el interno como el externo, en el ámbito municipal y en el marco de esta reforma de la Carta Orgánica?

SRA. ALFREDA SALUSSO: Bueno, con respecto a los modelos podemos observar que, en cartas orgánicas de otras provincias, por ejemplo, en Salta, se están incorporando las sindicaturas municipales en la misma carta orgánica, con las atribuciones que les competen. Hay provincias en las que el control externo de los municipios lo mantiene el Tribunal de Cuentas. De todas maneras, en esa provincia se está haciendo todo un trabajo desde la Sindicatura de la Provincia para articular con los municipios y ordenarles la contabilidad, la administración financiera y todos estos aspectos que estamos tratando.
	Entonces pensé: ¿por qué no volcar también la Sindicatura Municipal en la Carta Orgánica, si ya funciona en el modelo vigente de la Municipalidad de Santa Fe? La Sindicatura es un modelo y el Tribunal de Cuentas es otro, pero pueden funcionar juntos. Esto se hace integrando los dos subsistemas al sistema de control, y ambos son parte del control integral e integrado de la administración financiera del Municipio.
	El órgano rector también es normativo, de supervisión y coordinación, y el de la Sindicatura también tiene el control posterior de la auditoría, pero el funcionamiento paralelo se puede dar, siempre que se le dé importancia a la buena comunicación entre ambos organismos, transversal y, además, a la transparencia, mediante la obligatoriedad de la publicación de los informes de auditoría, tanto de uno como de otro organismo, en portales de acceso público, de forma digital y abierta, publicidad de los actos de los organismos y, también, generar una relación con la ciudadanía, transparencia activa en la publicidad de los actos de ambos organismos.
	También forma parte del acceso a la información pública que puedan intervenir en los procesos, para responder inquietudes a los vecinos que soliciten datos sobre el manejo de fondos públicos. Se pueden establecer mecanismos y pautas de transparencia y vinculación ciudadana para los órganos de control local. Los informes de control pueden transformarse en herramientas de transparencia y rendición de cuentas hacia la comunidad, que acerquen la gestión pública al ciudadano, y también al sector profesional –como nosotros–, en donde puede haber muchos interesados.

SR. COORDINADOR (Mejías): La siguiente pregunta tiene que ver también con esto, porque cuando hablamos de órganos de control y de sistemas de control, también de la conformación de los consorcios y cómo los organismos de control de alguna manera pueden asociarse, complementarse con el tema de la asistencia técnica, por ejemplo, en órganos que ya están constituidos, como el Tribunal de Cuentas Municipal. ¿Podría, por ejemplo, en un área metropolitana articular para poder prestar el servicio a otros municipios o comunas que conforman una determinada región? Es un tema que deja abierto la ley. Es decir, si se podría y cómo se puede implementar.

SRA. ALFREDA SALUSSO: Bueno, entiendo que sí, en el marco del nuevo texto de la Constitución Provincial se podría facultar al Tribunal de Cuentas para prestar servicios de auditoría y control a otros municipios de la región metropolitana. Sugiero la región metropolitana, para considerar un alcance razonable, por un tema de costos que puede implicar el traslado para hacer auditorías en otros ámbitos.
	Esta posibilidad jurídica se sustentaría en tres pilares regulatorios e institucionales: el nuevo marco de autonomía y asociativismo metropolitano, que habilita expresamente a los gobiernos locales a constituir áreas metropolitanas; regímenes de asociación intermunicipal y supramunicipal, previstos en el artículo 159 de la nueva Constitución Provincial reformada. También se promueve la cooperación y la coordinación entre las jurisdicciones. La ciudad de Santa Fe puede ofrecer, así, sus capacidades técnicas ya consolidadas, a municipios limítrofes, que formarían parte del Ente de Coordinación del Área Metropolitana, que la Municipalidad de Santa Fe ya tiene, busqué en el sitio web y está este ente creado.
	La Carta Orgánica, al redactar las propias atribuciones institucionales del organismo de control externo, también podría habilitar que formalice la suscripción de convenios interjurisdiccionales, de colaboración y asistencia recíproca. Esto permitiría la optimización de recursos, ya que muchos de los nuevos municipios surgidos de la reforma, comunas o localidades pequeñas, carecen de estructura técnica o del presupuesto para sostener un órgano de control externo propio. El aprovechamiento de la infraestructura del Tribunal de Cuentas Municipal de Santa Fe para auditar a municipios vecinos, cumple con los principios de eficiencia económica, gobernanza compartida y transparencia regional.
	Los desafíos posteriores serían adecuar, luego de la Carta Orgánica, la redacción de las ordenanzas y armonizar toda la normativa vigente, pero la Municipalidad de la ciudad de Santa Fe ya está bastante avanzada y tiene fortalezas en estos aspectos que nos tocó analizar hoy.

-APLAUSOS.

[bookmark: _Toc242430668]intervención del SeñoR BRUNO REZZOAGLI
SR. COORDINADOR (Mejías): Una última pregunta para Bruno, y con esto cerramos el conversatorio del día de hoy.
	Hablamos de cuestiones de ingresos, del tema de competencias. Hablamos de cuestiones relativas al presupuesto. Hablamos de los órganos de control, y la última pregunta tiene que ver con si alcanza solamente con el control institucional, porque esto también viene de la mano con el tema de la participación y los mecanismos de democracia directa. ¿Qué otros mecanismos existen, o cómo se pueden garantizar también herramientas complementarias al control institucional que aquí hemos desarrollado en profundidad?

SR. BRUNO REZZOAGLI: Indudablemente, con el control institucional no alcanza. Creo que la Carta Orgánica Municipal y, sobre todo, el constituyente local, tiene un desafío importantísimo, que tiene que ver con consolidar un verdadero sistema de rendición de cuentas.
	Sabemos que cuando hablamos de rendir cuentas, no solamente estamos haciendo referencia al deber de las autoridades y funcionarios de dar explicaciones respecto de la administración de los recursos públicos, de la ejecución de las políticas y los programas gubernamentales, sino también lo podemos entender desde el derecho de los ciudadanos de solicitar esas explicaciones, de recibir información y de controlar la actuación de aquellos que administran la cosa pública. Pero esta rendición de cuentas no se debe solamente entender en su dimensión vertical de tipo electoral, es decir, el control que realizan los ciudadanos a través de las elecciones cuando ratifican o rectifican el rumbo del gobierno, cuando de alguna manera respaldan una determinada gestión o realizan un voto de rechazo, podríamos decir. Tampoco debe circunscribirse a su dimensión horizontal, que es un poco lo que estuvimos discutiendo aquí.
	La rendición de cuentas horizontal tiene que ver, en realidad, con el esquema de pesos y contrapesos dentro de la estructura formal del Estado, que se traduce, por ejemplo, en esos pedidos de informes que realiza el Legislativo al Ejecutivo, en el control que lleva a cabo el órgano de control externo respecto de la gestión económico-financiera del sector público municipal y de los demás órganos que conforman ese sector público municipal. Pero también debemos entender esta rendición de cuentas en su dimensión societal o social, que se traduce en ese monitoreo permanente de los ciudadanos y de las organizaciones de la sociedad civil respecto, justamente, de la actuación del gobierno y de sus gobernantes y funcionarios. Y aquí creo que no solamente debemos pensar y establecer mecanismos de proximidad entre el Estado y la ciudadanía, sino también creo que es importante considerar que la Carta Orgánica Municipal reconozca expresamente el derecho de acceso a la información pública.
	Esto, es un derecho humano fundamental que tiene ya una jerarquía constitucional, en el sentido de que es reconocido en los tratados internacionales de derechos humanos, por ejemplo, en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en la Convención Interamericana de Derechos Humanos que, a partir de la reforma del ‘94, se incorporan en el ordenamiento constitucional y se consideran parte integrante de la propia Constitución. Incluso la Constitución Provincial, reformada el año pasado, también incorpora y reconoce expresamente en su artículo 17 este derecho de solicitar y recibir información que obra en poder de los órganos públicos. Es más, se ha citado, incluso en este panel, a la Ley Orgánica de Municipios, la cual también reconoce el derecho de solicitar y recibir información que obre en poder de los órganos municipales. Y, además, establece que los municipios deben brindar esa información sin dilaciones, de manera completa, clara, concreta y guiándose por el principio de máxima divulgación, que, en definitiva, esto se traduce en presunción de publicidad de la información que obra en poder del Estado municipal; la regla es la publicidad, la reserva o el secreto es la excepción. Esta excepción debe ser establecida en el ordenamiento jurídico y estar vinculada a cuestiones de seguridad o interés público, o a aquellas cuestiones que refieren a la afectación de derechos o intereses de terceros. Porque, obviamente, hay otros derechos que son reconocidos constitucionalmente que deben ser protegidos, como el derecho a la protección de datos personales, lo que tiene que ver con el derecho a la intimidad y a la privacidad de las personas.
	Si bien esta ley es de aplicación supletoria, como bien lo comentaba no recuerdo si Agustina o Alfreda, para aquellos municipios que dicten sus cartas orgánicas en aquellos asuntos que no han sido regulados por estas, creemos que es importante que la Carta Orgánica reconozca expresamente el derecho de acceso a la información pública en poder del municipio no solamente por su significación jurídica, sino porque también consideramos que es importante en cuanto al fuerte valor institucional que tiene esto. ¿Por qué? Porque, cuando hablamos de la autonomía municipal estamos reafirmando con esto que hablamos de una autonomía republicana, transparente y sometida a rendición de cuentas. La autonomía municipal no es solamente mayores competencias, mayores recursos, mayor capacidad de decisión sobre los asuntos locales. También es mayor responsabilidad, mayor transparencia, mayor rendición de cuentas.
	Entonces, esto es importante para que cuando hablamos de transparencia y acceso a la información pública, no sean concebidos como límites a la autonomía municipal, sino más bien como condiciones para su legitimidad y correcto ejercicio. Y en esto quiero ser claro porque creo que la Carta Orgánica Municipal debería consagrar la transparencia como un derecho de todas las personas de acceder a la información que obra en poder de los órganos públicos; como un deber de los funcionarios y de las autoridades de dar explicaciones y rendir cuentas; pero, sobre todo, también como un principio transversal de todas las políticas públicas y de la gestión pública municipal. Porque, en definitiva, cuando hablamos de transparencia, hablamos de apertura y disponibilidad de la información en poder del Estado hacia la ciudadanía.
	Y la transparencia no solamente debe concebirse desde su vertiente reactiva o pasiva, que es aquella divulgación de información, por ejemplo, por parte del Municipio en respuesta o en reacción a un requerimiento ciudadano. Tampoco debe entenderse solamente en su vertiente activa, es decir, como la divulgación de información del Municipio, en cumplimiento de una obligación establecida en el ordenamiento jurídico.
Sabemos que, por lo general, las ordenanzas de transparencia y acceso a la información pública generalmente contemplan un capítulo de obligación de transparencia activa, que es la información mínima que el Estado debe brindar a la ciudadanía –ahora, en la era digital, a través de los sitios web– que tiene que ver con la información institucional, nómina de autoridades, misiones y funciones de las distintas secretarías, organigrama, listado de las contrataciones y compras públicas, presupuesto asignado, ejecución presupuestaria, Cuenta de Inversión. Y, por último, también información que tiene que ver con los trámites y los servicios que brinda directamente al público. Es más, deberían estar los requisitos que debe cumplimentar el ciudadano para poder realizar esos trámites, y también los formularios que debe completar, justamente para facilitarle esa interacción con la administración pública.
	Pero hoy no se limita la transparencia a esto solamente; la divulgación no debe ser solamente a requerimiento del ciudadano o en cumplimiento de una determinada obligación. Es un valor que debemos incorporar en la actuación del gobierno. Por eso ahora discutimos y se habla de transparencia proactiva; es decir, divulgar información no en respuesta o reacción a un requerimiento ciudadano, no por cumplimiento de una obligación normativa, sino como una práctica voluntaria porque consideramos que la información es de valor para la ciudadanía y le va a permitir ejercer sus derechos y, sobre todo, también le va a permitir participar de la vida pública, de la vida política y controlar esta administración pública que está llamada justamente a satisfacer las necesidades colectivas.
	Entonces, creo que es importante que la Carta Orgánica Municipal consagre el principio de la transparencia. No basta solamente con distribuir competencias entre el intendente, el Concejo Municipal y el órgano de control externo; también tiene que establecer determinados principios que guíen justamente la actuación de todos estos órganos municipales y la interacción entre Estado y ciudadanía, que es lo que debemos discutir en los próximos años. Muchas gracias.
-aplausos.

[bookmark: _Toc236127636][bookmark: _Toc242430669]finalización del conversatorio
SR. COORDINADOR (Mejías): En nombre de la Facultad de Ciencias Económicas, queremos agradecer a todos los presentes y en especial al Concejo Municipal por haber generado este espacio de intercambio, a las instituciones de la profesión, a la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Católica de Santa Fe y de la Universidad Nacional del Litoral por haber participado. Y creo que hemos volcado un montón de elementos para tener presente en la próxima discusión para la elaboración de la Carta Orgánica de la ciudad de Santa Fe.
	Así que muchas gracias a todos por estar presentes y gracias en especial a todos los panelistas que nos han prestigiado con su presencia.

-aplausos.
-son las 18:05 hs.
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